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	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN.

La política de vivienda y hábitat planteada en el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, adoptado mediante la Ley 2294 de 2023, está centrada en garantizar el acceso a una vivienda adecuada, digna y asequible para la población colombiana. Colombia como Estado Social de Derecho, debe garantizar un trato igualitario para todos; sin embargo, debido a que no todas las personas cuentan con las mismas condiciones, es esencial que el Estado brinde un trato diferenciado a aquellos en situación de mayor vulnerabilidad. 
Aunado y en cumplimiento del mandato del artículo 51 de la Constitución Política y del numeral 1 del artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, tiene el deber ineludible de fijar las condiciones necesarias para hacer efectivo el derecho a una vivienda digna y adecuada, promoviendo planes de vivienda de interés social que atiendan las necesidades de los hogares de menores ingresos.
De acuerdo con lo anterior, en el marco de la política pública de vivienda, se ha identificado una situación apremiante que contribuye al déficit habitacional cuantitativo: la existencia de hogares vulnerables que, habiendo sido beneficiarios de subsidios o esfuerzos de ahorro, se encuentran vinculados a proyectos de vivienda nueva con un avance significativo de obra, alcanzando incluso el 95% de ejecución, pero que no han logrado el cierre financiero necesario para la adquisición de su unidad habitacional. Esta circunstancia no solo frustra las expectativas de acceso a vivienda digna de estas familias, sino que también genera ineficiencias en la materialización de la oferta habitacional disponible.

En este sentido, y en aras de garantizar la efectividad de los recursos públicos ya comprometidos y de dinamizar la culminación de proyectos de vivienda que están próximos a su finalización, se hace imperativo adoptar instrumentos que permitan superar las barreras del cierre financiero de estos hogares. La presente resolución, al definir una estrategia ágil y focalizada para la asignación de Subsidios Familiares de Vivienda, busca precisamente apalancar los esfuerzos de estas familias y de los oferentes de vivienda, facilitando la culminación del proceso de adquisición y contribuyendo de manera efectiva a la reducción del déficit habitacional y a la consolidación de ciudades y territorios dignos.
Así mismo, persisten barreras que dificultan el acceso de las familias a una vivienda digna, entre las cuales se destacan los bajos ingresos, la informalidad laboral y la falta de acceso a financiación formal, entre otras (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), 20222; Banco Mundial, 2021)
.
Aunado a lo anterior y en continuidad con los mandatos del Plan Nacional de Desarrollo “Colombia Potencia mundial de la vida” dispuso de manera expresa la necesidad de impulsar una política integral del hábitat. Lo cual implica entre otros, que en relación con la producción de vivienda debe considerarse al momento de su implementación aspectos orientados a:

1. El acceso a soluciones habitacionales y entornos dignos, que consideren enfoques diferenciales, que garanticen un hábitat seguro que faciliten el acceso a bienes y servicios y espacios públicos de calidad, con criterios de adecuación cultural, sostenibilidad económica y ambiental, adaptación y mitigación del cambio climático.

2. La conformación de áreas urbanas próximas, multifuncionales, con diversidad de actividades, que promuevan la integración social, la adaptabilidad al cambio climático y recuperen el valor de su estructura ambiental que garantice la proximidad real a servicios sociales y equipamientos colectivos multifuncionales y con proximidad física y digital.

3. Contribuir al mejoramiento de las condiciones ambientales mediante el mantenimiento, recuperación, administración y generación de áreas verdes y espacios públicos de calidad, que incluyan parámetros de sostenibilidad y adaptación al cambio climático y que apoyen la renaturalización de las ciudades.

4. La configuración de barrios diversos y vitales que faciliten el cuidado, la integración social, la expresión cultural y el mayor uso de modos de transporte no motorizados, de cara a reducir tiempos para acceder a bienes, espacios públicos, y servicios de inclusión y desarrollo social en todas las áreas de la ciudad.

En atención a estos postulados contenidos en el Plan Nacional de desarrollo, le corresponde al MVCT promover una estrategia de política pública orientada a garantizar el acceso material a soluciones de vivienda para la población más vulnerable y humilde de nuestra geografía, para ello el ordenamiento jurídico vigente Decreto 1077 de 2015 dispone entre otros de un instrumento como la asignación de subsidios para la adquisición de vivienda nueva. Con la utilización de este instrumento debe buscarse que los beneficiarios accedan no solo a una vivienda, sino que esta sea de la mejor calidad. 
Por tanto, el Gobierno nacional  a través del Ministerio de vivienda, ciudad y territorio atendiendo a lo previsto en el plan nacional de desarrollo, le corresponde desarrollar estrategias para que con los recursos disponibles se garantice que los proyectos de vivienda a los que acceden los beneficiarios del subsidio brinden las mejores condiciones en materia  urbanística, habitacional y financiera que aseguren que las familias contaran con una solución habitacional de calidad que permita el acceso a un hábitat digno e integral. 
Así mismo, debe buscar para el cumplimiento de este mandado legal vincular a todos los actores del sistema para que concurran en la materialización de sus estrategias habitacionales toda vez que como lo dispone la observación General número 4 del Comité PIDESC “deben adoptarse medidas para asegurar la coordinación entre los ministerios y las autoridades regionales y locales con objeto de conciliar las políticas”.

En atención a estas premisas, el MVCT ha diseñado una estrategia de política que permita con los recursos disponibles atender una demanda existente de soluciones habitacionales en aquellos municipios donde no hay una oferta amplia de soluciones de vivienda urbana, y que a pesar de ello hoy se tiene la oportunidad de contar con proyectos de vivienda nueva urbana VIP y VIS que están a 90% de construcción dirigido a beneficiarios de escasos recursos económicos que requieren el subsidio de vivienda de interés social para alcanzar el cierre financiero y lograr el acceso material a una vivienda digna y de calidad.

Por consiguiente, se hace necesario el diseño de una estrategia de política pública que observe los criterios generales contenidos en el ordenamiento jurídico vigente, que asegure el uso eficiente, eficaz y  oportuno de los recursos económicos disponibles para permitir que los hogares más humildes accedan a una vivienda y se logre  que los proyectos de vivienda construidos en las entidades territoriales en los cuales éstas han concurrido con aportes de suelo para hacer viable el proyecto habitacional sean considerados de manera prioritaria.

El MVCT, ha diseñado una estrategia de política pública que permita que los subsidios de vivienda de interés social en zona urbana se asignen a los hogares que escojan los proyectos habitacionales que reúnan las mejores características técnicas en el marco de una política integral del hábitat. Por consiguiente, al momento de valorar un proyecto de vivienda de interés social, deberá considerarse aspectos técnicos relacionados con: 

Componentes urbanísticos: entendido como organización y planificación del desarrollo de las ciudades y su territorio, para garantizar condiciones adecuadas de vida, acceso a servicios y uso eficiente del suelo, articulado con la sostenibilidad entendida como el desarrollo urbano que garantiza el equilibrio ambiental, social y económico, asegurando la calidad de vida presente sin comprometer la de generaciones futuras.

Involucra aspectos específicos como la mejora de la calidad de vida,  entendida como la cercanía a equipamientos urbanos como hospitales, colegios y parques que puedan contribuir a una vida más saludable y segura para los residentes, aumento de la conectividad, que busca la proximidad a la infraestructura de transporte y a los servicios públicos facilitando el acceso a empleo, educación y servicios esenciales, como también la reducción de costos como factores que atañen a la localización de la vivienda más cercana a los equipamientos urbanos, incidiendo en menores costos de transporte y transporte de servicios, lo que a su vez puede reducir la carga económica de los hogares, la mejora de la seguridad, dada la cercanía a áreas seguras y bien mantenidas, incrementando la percepción de seguridad y bienestar general de los residentes, facilitando la movilidad, comprendida como la proximidad a la malla vial y a la infraestructura de transporte, el acceso a diferentes áreas de la ciudad, estas ventajas resaltan la importancia de considerar la localización de la vivienda en relación con la oferta de equipamientos urbanos para mejorar la calidad de vida y la conectividad de los ciudadanos.

Estos conceptos se articulan con la sostenibilidad en el ámbito urbano la cual hace referencia a la capacidad de los asentamientos humanos para mantenerse en el tiempo sin agotar los recursos naturales ni deteriorar el medio ambiente, garantizando el bienestar de las generaciones presentes y futuras, el decreto 1077 de 2015 incorpora la sostenibilidad como uno de los principios rectores del ordenamiento territorial, lo cual se traduce en promover el uso racional del suelo, proteger ecosistemas estratégicos y áreas de valor ambiental, fomentar ciudades compactas, resilientes y eficientes en el uso de recursos, impulsar la infraestructura verde y el acceso equitativo al espacio público, promover una movilidad sostenible y la reducción de emisiones contaminantes.

Es también importante tener en cuenta la infraestructura: redes de servicios básicos como agua, electricidad, alcantarillado, telecomunicaciones, que hacen parte importante del acceso a viviendas dignas y asequibles, sostenibles integradas al medio ambiente en el desarrollo urbano, que permitan la participación ciudadana, como elemento de inclusión de la comunidad en la toma de decisiones urbanísticas.

Así mismo, resulta fundamental tener en cuenta el diseño en paisajismo en el marco de la apuesta urbano la cual se centra en la planificación, formulación, estructura y gestión de áreas verdes como jardines, parques, plazas y otros espacios al aire libre. Este campo combina arte y ciencia para crear espacios exteriores funcionales y estéticamente agradables, en armonía con la naturaleza, elementos clave del diseño de paisajismo incluyen la selección de plantas, la creación de estructuras como pérgolas y fuentes, y la organización de senderos y zonas de estar, el paisaje urbano, por otro lado, se refiere a la configuración visual y espacial de una ciudad o zona urbanizada, que incluye la arquitectura, calles, plazas, parques y jardines, y otros elementos construidos por el ser humano, este entorno refleja la interacción entre la naturaleza y la intervención humana, y es un reflejo de la identidad y el carácter de una ciudad, el concepto de paisaje en urbanismo va más allá de la apreciación estética, ya que se asocia con la naturaleza y es una construcción social y cultural que refleja la interacción entre el ser humano y su entorno a lo largo del tiempo, el paisaje urbano se caracteriza por tener una gran concentración de edificios, infraestructuras y sistemas de transporte.

Componente solución habitacional. La solución habitacional define los aspectos de diseño que inciden en la calidad de vida de las personas que habitan una vivienda,  por lo tanto y atendiendo a criterios diferenciales, los criterios a valorar en los proyectos habitacionales puestos a consideración por los constructores se les hará un análisis objetivo en relación con el área útil de los proyectos, se ponderará las características de la solución de vivienda, desde un enfoque diferencial el cual deberá ser asumido desde el diseño del número de habitaciones, de la forma como se movilizaran las personas, en especial los adultos mayores y personas con movilidad reducida. Para el Ministerio el manejo de aguas lluvias y soluciones alternativas no solo en la vivienda sino en espacios públicos para generar el uso de energías alternativas, es una prioridad, así como el uso de materiales que se adapten a las variaciones del clima y en zonas comunes el manejo de residuos sólidos en la fuente. 

 

Componente Financiación. En la valoración de los proyectos se considerarán  aspectos relacionados con las fuentes aseguradas de financiación con las que cuenta el proyecto, que permitan a los hogares recurrir a la menor cantidad de recursos del crédito, por consiguiente, los proyectos que cuenten con recursos económicos y aportes de las entidades territoriales (departamento y municipios) en suelo para el desarrollo del proyecto serán valorados y considerados positivamente, así como los recursos asignados por fuentes de cooperación, ahorro y aportes de las familias, o el crédito serán tenidos en cuenta al momento de ponderar el proyecto. 

El mayor número de fuentes garantizadas de financiación hará que el proyecto sea mejor valorado como quiera que hará posible que las familias tengan mejores condiciones en relación con los gastos soportables de la vivienda, atributo éste que a la luz de las obligaciones del Estado en materia de vivienda debe toda vez que le corresponde adoptar medidas para garantizar que el porcentaje de los gastos de vivienda sean, en general, conmensurados con los niveles de ingreso. 

Componente de beneficiarios: Al valorar los proyectos se tendrá en cuenta en este componente el perfil de los potenciales beneficiarios del SFV que ya hayan seleccionado el proyecto, toda vez que se ponderará aquellos proyectos en los cuales se tenga un mayor número de beneficiarios del nivel Sisbén A que tienen características de nivel pobreza extrema, Sisbén B Pobreza Moderada, Sisbén C vulnerable. Así mismo, dos grupos poblacionales que son prioridad en el marco del plan de desarrollo “Colombia potencia mundial de la vida”, son las víctimas y las mujeres en particular las madres cabeza de familia. 

Esta estrategia de política se orienta a materializar el atributo de asequibilidad de la vivienda, la cual debe ser asequible a todos, en especial aquellos que se encuentran en una condición más desfavorable y debe concederse a los grupos en situación de desventaja un acceso pleno y sostenible para conseguir una vivienda. El ordenamiento jurídico en especial el PIDESC señala que debería garantizarse cierto grado de consideración prioritaria en la esfera de la vivienda a los grupos más desfavorecidos por ello resulta fundamental atender hogares en pobreza, víctimas y madres cabeza de hogar entre otras.

En síntesis, esta estrategia de política pública de asignaciones de subsidios de vivienda de interés social en zona urbana se orienta a lograr que los proyectos habitacionales con mejores condiciones técnicas que ya estén construidos en 90% puedan ser habilitados para que los hogares que los hayan escogido y que no cuentan con cierre financiero puedan acceder según la disponibilidad de recursos de inversión al subsidio otorgado por el Gobierno nacional.
Los siguientes acápites tienen como objetivo exponer los criterios que sustentan la expedición del Acto Administrativo:
1.1 Focalización territorial.
El primer análisis es la focalización territorial, que busca identificar con criterios socioeconómicos y geográficos los territorios con mayores necesidades y vulnerabilidades.
La focalización de la presente estrategia en municipios de categorías 3, 4, 5 y 6 responde a una necesidad de política pública identificada en el marco del Plan Nacional de Desarrollo "Colombia Potencia Mundial de la Vida". La política de hábitat integral no solo busca la provisión de vivienda, sino también la creación de entornos dignos que faciliten el acceso a bienes y servicios, así como la sostenibilidad económica y ambiental. En este sentido, la priorización de proyectos en estas categorías de municipios se justifica bajo los siguientes criterios:

· Atención a la demanda en municipios con oferta limitada: La estrategia se orienta a atender una demanda existente de soluciones habitacionales en aquellos municipios donde la oferta de vivienda nueva urbana es limitada. Al focalizar la asignación de subsidios en estos territorios, se busca garantizar el acceso material a soluciones de vivienda para la población más vulnerable que reside en dichas áreas.

· Aprovechamiento de proyectos en etapa avanzada: Se ha identificado una oportunidad de contar con proyectos de vivienda nueva VIP y VIS en estos municipios que ya están en una etapa avanzada de construcción (90% o más). La estrategia busca utilizar los recursos disponibles para habilitar estos proyectos, permitiendo a los hogares que ya los han escogido y que no cuentan con el cierre financiero, acceder al subsidio del Gobierno nacional y culminar el proceso de adquisición.

· Uso eficiente de recursos públicos: Al priorizar proyectos en los que las entidades territoriales ya han concurrido con aportes de suelo, se asegura el uso eficiente, eficaz y oportuno de los recursos económicos disponibles. Esto maximiza el impacto de la inversión pública y contribuye a la materialización de proyectos habitacionales que ya cuentan con un apoyo significativo a nivel local.

· Mejora de la calidad de vida y hábitat digno: La estrategia de política pública se orienta a garantizar que los proyectos a los que acceden los beneficiarios brinden las mejores condiciones en materia urbanística, habitacional y financiera. Al valorar aspectos como la cercanía a equipamientos urbanos (hospitales, colegios, parques), la infraestructura de servicios básicos, el diseño de paisajismo y la sostenibilidad, se asegura que las familias no solo obtengan una vivienda, sino un hábitat digno e integral, en línea con los postulados de la política de hábitat del Plan Nacional de Desarrollo.

· Focalización en Población Vulnerable: Finalmente, la estrategia se orienta a atender a los hogares que se encuentran en una condición más desfavorable, como aquellos clasificados en los niveles del Sisbén A, B y C, víctimas del conflicto armado y madres cabeza de familia, garantizando un trato diferenciado y una atención prioritaria a estos grupos en situación de desventaja, tal como lo establece el ordenamiento jurídico.

1.2 Criterios para la valoración y habilitación de proyectos

La presente estrategia de política pública, orientada a la asignación de subsidios de vivienda de interés social, se fundamenta en un proceso de valoración técnica y objetiva de los proyectos habitacionales. El objetivo es asegurar que la inversión de los recursos públicos no solo facilite el acceso a una vivienda, sino que garantice una solución habitacional de la más alta calidad, en el marco de una política integral del hábitat. Para ello, se han definido criterios que evalúan tres componentes esenciales de los proyectos:

1. Componente urbanístico y de sostenibilidad

La valoración de los proyectos irá más allá de la unidad de vivienda individual, considerando su entorno y su contribución a la construcción de ciudades más dignas y sostenibles. Esto implica un análisis detallado de:

· Organización y planificación: Se evaluará la coherencia del proyecto con la planificación urbana y su capacidad para integrarse de manera armónica en el desarrollo de la ciudad.

· Sostenibilidad y calidad de vida: En línea con los principios del Decreto 1077 de 2015, se ponderarán positivamente los proyectos que incorporen elementos de sostenibilidad. Esto incluye la cercanía a equipamientos urbanos esenciales como hospitales, colegios y parques, lo que no solo mejora la calidad de vida de los residentes, sino que también reduce los costos de transporte y aumenta la seguridad.

· Conectividad y movilidad: Se priorizará la proximidad a la infraestructura de transporte y a la malla vial, facilitando el acceso a empleo y servicios y promoviendo el uso de modos de transporte no motorizados, lo que contribuye a la configuración de barrios más vitales y multifuncionales.

· Infraestructura y paisajismo: La calidad de las redes de servicios básicos y el diseño de paisajismo en áreas verdes, parques y espacios públicos serán factores determinantes. Estos elementos no solo mejoran la estética, sino que también fortalecen el tejido social y la resiliencia ambiental del entorno.

2. Componente de la solución habitacional

La calidad de vida de las familias reside en gran medida en las características de su propia vivienda. Por tanto, la valoración de los proyectos se enfocará en:

· Diseño con enfoque diferencial: Se analizarán aspectos como el área útil, el número de habitaciones y la movilidad dentro de la vivienda, prestando especial atención a las necesidades de grupos poblacionales específicos, como adultos mayores y personas con movilidad reducida.

· Sostenibilidad en la vivienda: Se valorarán positivamente las soluciones que incorporen el uso de energías alternativas, el manejo eficiente de aguas lluvias y residuos sólidos, y la utilización de materiales que se adapten a las variaciones climáticas.

3. Componente de financiación

Para asegurar el acceso material y sostenible a la vivienda, se considerarán las fuentes de financiación con las que cuenta el proyecto. Se valorará especialmente:

· Concurrencia de recursos: Los proyectos que demuestren contar con aportes económicos y de suelo por parte de las entidades territoriales, departamentos y municipios, así como de otras fuentes de cooperación, ahorro de las familias y crédito, obtendrán una mejor ponderación.

· Asequibilidad y gastos soportables: El mayor número de fuentes garantizadas de financiación hará que el proyecto sea mejor valorado, ya que esto se traduce en una menor carga de crédito para las familias, lo cual es un atributo fundamental de la vivienda adecuada a la luz de las obligaciones del Estado, garantizando que el porcentaje de los gastos de vivienda sea conmensurado con los niveles de ingreso de los hogares.

En síntesis, estos criterios garantizan que la asignación de subsidios beneficie a los hogares más vulnerables, al tiempo que promueve la oferta de proyectos de vivienda que cumplan con los más altos estándares de calidad urbanística, habitacional y financiera, alineando la política de vivienda con los objetivos de un hábitat digno e integral.

1.3 Priorización poblacional mediante SISBÉN IV.
Este análisis busca promover los principios de no discriminación en el acceso equitativo a las oportunidades de beneficio social, reducción de la desigualdad económica, la marginalidad política y exclusión social. 
En materia de priorización a nivel de hogar, se busca llegar a la población más vulnerable; por tanto, se utilizará el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (SISBÉN), en su versión IV, como medio de verificación de vulnerabilidad en todas las modalidades. Esta metodología permite evaluar las condiciones de los hogares de acuerdo con sus condiciones de vida (teniendo en cuenta factores como vivienda y servicios públicos, educación, salud, ocupación e ingresos, antecedentes sociodemográficos y el Índice de Pobreza Multidimensional).  

Adicionalmente, El SISBÉN IV clasifica a los hogares encuestados en 4 grupos y 51 subgrupos o niveles, y no en puntajes como se hacía en SISBÉN III. En el grupo A se encuentra la población en pobreza extrema. Este grupo está conformado por 5 subgrupos, desde A1 hasta A5. En el grupo B se encuentra la población en pobreza moderada. Este grupo está conformado por 7 subgrupos, desde B1 hasta B7. En el grupo C se encuentra la población vulnerable, es decir, en riesgo de caer en pobreza. Este grupo está conformado por 18 subgrupos, desde C1 hasta C18. Finalmente, en el grupo D se clasifica la población no pobre ni vulnerable. Este grupo está conformado por 21 subgrupos, desde D1 hasta D21.

El SISBEN IV es entonces, un instrumento de la política social, para la focalización del gasto social, el cual utiliza herramientas estadísticas y técnicas que permiten identificar y ordenar a la población, para la selección y asignación de subsidios y beneficios por parte de las entidades y programas con base en las condiciones socioeconómicas en él registradas
.

El CONPES 3877 del 2016 declaró la importancia estratégica del sistema de identificación de potenciales beneficiarios (SISBEN IV) por ser una herramienta de alta calidad que mejora la eficiencia de asignación del gasto público y promueve la disminución sostenida de los niveles de pobreza y desigualdad.
En este sentido, la Resolución apunta al cumplimiento de los objetivos principales del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026.

	

	2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO

El presente proyecto normativo aplica al proceso de asignación del Subsidio Familiar de Vivienda urbana en la modalidad de adquisición de vivienda nueva y va dirigido a:

· Oferentes de soluciones de vivienda; entendidos de conformidad con el numeral 2.7 del artículo 2.1.1.1.1.1.2 del Decreto 1077 de 2015, como: “persona natural o jurídica, patrimonio autónomo cuyo vocero es una sociedad fiduciaria o la entidad territorial, que puede construir o no directamente la solución de vivienda, dispone de la misma en el mercado y está legalmente habilitado para establecer el vínculo jurídico directo con los hogares beneficiarios del subsidio familiar, que se concreta en las soluciones para adquisición, construcción en sitio propio, mejoramiento de vivienda y arrendamiento o arrendamiento con opción de compra”.

· Hogares que cuenten con una clasificación de SISBEN IV entre A1 hasta D20 y, que la vivienda que deseen adquirir se ubique en alguno de los proyectos aprobados por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio.


	3. VIABILIDAD JURÍDICA

3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo
Fundamento Constitucional. 

El artículo 13 de la Constitución Política de Colombia establece que el Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.
El artículo 51 de la Constitución Política de Colombia establece que todos los colombianos tienen derecho a una vivienda digna y que el Estado fijará las condiciones para hacer efectivo ese derecho.

El artículo 91 de la Ley 388 del 18 de julio de 1997, definió a la vivienda de interés social como aquella que se desarrolla para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores ingresos.
Fundamento legal y reglamentario.
El numeral 1° del artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos indica que: “1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; (…)”.

El derecho a la vivienda digna se encuentra contemplado en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales –PIDESC, aprobado por medio de la Ley 74 de 1968, en cuyo artículo 11 numeral 1°, se afirma que toda persona tiene derecho “a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia”. 
El artículo 1 de la Ley 3° de 1991, dispuso la creación del Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social, el cual, está integrado por “las entidades públicas y privadas que cumplan funciones conducentes a la financiación, construcción, mejoramiento, reubicación, habilitación y legalización de títulos de viviendas de esta naturaleza”. Además, indicó que las entidades integrantes del referido sistema deben actuar de conformidad con las políticas y planes generales que adopte el Gobierno nacional y que dicho mecanismo tiene como propósito lograr una mayor racionabilidad y eficiencia en la asignación y uso de los recursos y en el desarrollo de las políticas de vivienda de interés social. 
El Artículo 5° de la Ley 3ª de 1991, modificado por el artículo 27 de la Ley 1469 de 2011, establece como solución de vivienda el conjunto de operaciones que permite a un hogar disponer de habitación en condiciones sanitarias satisfactorias de espacio, servicios públicos y calidad de estructura, o iniciar el proceso para obtenerlas en el futuro.  

El inciso primero del artículo 6° de la Ley 3 de 1991, modificado por el artículo 28 de la Ley 1469 de 2011, modificado por el artículo 1 de la Ley 1432 de 2011, adicionado parcialmente (parágrafo 5°) por el artículo 18 de la Ley 1537 de 2012, adicionado parcialmente (parágrafo 6°) por el artículo 301 de la Ley 2294 de 2023, define el subsidio familiar de vivienda como un aporte estatal en dinero o en especie, que podrá aplicarse en lotes con servicios para programas de desarrollo de autoconstrucción, entre otros, otorgado por una sola vez al beneficiario con el objeto de facilitar el acceso a una solución de vivienda de interés social o interés prioritario, sin cargo de restitución, siempre que el beneficiario cumpla con las condiciones que establece la ley. 
El artículo 7° de la referida Ley establece que: “Podrán ser beneficiarios del Subsidio Familiar de Vivienda los hogares de quienes se postulen para recibir el subsidio, por carecer de recursos suficientes para obtener una vivienda (…).”
Que el artículo 91 de la Ley 388 de 1997 “Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones”, señaló que la vivienda de interés social es aquella que: “(...) se desarrolla para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores ingresos. En cada Plan Nacional de Desarrollo el Gobierno Nacional establecerá el tipo y precio máximo de las soluciones destinadas a estos hogares (...)”.
El artículo 96 de la Ley 388 de 1997, precisó las entidades otorgantes del subsidio de familiar de vivienda, indicando que:

“Articulo 96. Otorgantes del subsidio. Son otorgantes del Subsidio Familiar de Vivienda, además de las entidades definidas en la Ley 3º de 1991, las instituciones públicas constituidas en los entes territoriales y sus institutos descentralizados establecidos conforme a la ley, cuyo objetivo sea el apoyo a la vivienda de interés social en todas sus formas, tanto para las zonas rurales como urbanas.” (Subrayado fuera de texto original).

La Ley 715 de 2001, "Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros" establece en su artículo 76 que corresponde a los municipios, directa o indirectamente, con recursos propios, del Sistema General de Participaciones u otros recursos, promover, financiar o cofinanciar proyectos de interés municipal.
En el numeral 76.2.2 de la norma en mención, se dispone como una de las competencias de los municipios, promover y apoyar programas o proyectos de vivienda de interés social, otorgando subsidios para dicho objeto, de conformidad con los criterios de focalización nacionales, si existe disponibilidad de recursos para ello.

El Decreto 555 de 2003 creó el Fondo Nacional de Vivienda - Fonvivienda, el cual, tiene dentro de sus objetivos la ejecución de las políticas del Gobierno nacional en materia de vivienda de interés social urbana, y una de sus funciones es la de asignar subsidios de vivienda de interés social bajo las diferentes modalidades de acuerdo con la normatividad vigente sobre la materia, según las condiciones definidas por el Gobierno nacional.

Corresponde al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en el marco de lo establecido en el artículo 2° del Decreto 3571 del 27 de septiembre de 2011, modificado por el Decreto 1604 de 2020: “(…) Formular, dirigir y coordinar las políticas, planes, programas y regulaciones en materia de vivienda y financiación de vivienda urbana y rural, desarrollo urbano, ordenamiento territorial y uso del suelo en el marco de sus competencias, agua potable y saneamiento básico, así como los instrumentos normativos para su implementación (…).” 
La Ley 1537 de 2012 señala las competencias, responsabilidades y funciones de las entidades del orden nacional y territorial, y la confluencia del sector privado en el desarrollo de los proyectos de Vivienda de Interés Social y proyectos de Vivienda de Interés Prioritario destinados a las familias de menores recursos, la promoción del desarrollo territorial y, el incentivo del sistema especializado de financiación de vivienda.
El artículo 2.1.1.1.1.1.8 del Decreto 1077 de 2015, determina el monto del Valor del Subsidio Familiar de Vivienda Urbano otorgado por el Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda, con cargo a los recursos del Presupuesto Nacional, teniendo en cuenta el puntaje SISBEN vigente del respectivo jefe del hogar postulante, de acuerdo con la modalidad de asignación del subsidio familiar de vivienda.
El artículo 5° de la Ley 2079 de 2021 “Por medio de la cual se dictan disposiciones en materia de Vivienda y Hábitat”, indica que las actuaciones de las entidades que tengan a su cargo actividades relacionadas con la formulación y ejecución de la política pública de vivienda y hábitat deben observar, entre otros, el principio de Equidad, el cual, establece que: “Todas las entidades que conforman el Sistema Nacional de Vivienda deberán promover la participación en la adopción de decisiones relacionadas con la política de Estado para hacer efectivo el derecho a la vivienda digna y al hábitat, promoverán la igualdad material en el acceso a los beneficios de la vivienda tanto en el ámbito urbano como en el rural, y procurar la implementación de medidas de protección contra las prácticas discriminatorias y la definición de criterios objetivos de focalización del gasto público en las familias con mayores necesidades”.
El Plan Nacional de Desarrollo 2022 - 2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, adoptado mediante la Ley 2294 del 19 de mayo de 2023 presenta en el artículo 293, la siguiente definición:

“Artículo 293. Concepto de Vivienda de Interés Social. En cumplimiento de lo establecido en el artículo 91 de la Ley 388 de 1997, la vivienda de interés social es aquella que se desarrolla para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores ingresos, que cumple con los estándares de calidad en diseño urbanístico, arquitectónico y de construcción sostenible, y cuyo valor no exceda de 135 salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv). El valor máximo de la vivienda de interés prioritario será de 90 salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv). 

  

El Gobierno nacional podrá establecer, excepcionalmente, a partir de estudios técnicos, valores máximos hasta por 150 salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) para este tipo de viviendas, cuando se presente alguna o varias de las siguientes condiciones: (…)
  

El Gobierno nacional definirá, a través del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en un plazo inferior a un año desde la entrada en vigencia de la presente ley, las condiciones socioeconómicas que deben cumplir los hogares, los mecanismos aplicables para ser elegibles en la política habitacional, las características mínimas de habitabilidad de la vivienda y su entorno, así como las medidas activas y/o pasivas de sostenibilidad que deben incluir las viviendas de interés social.”
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada
El Decreto 1077 de 2015 se encuentra vigente.

3.3 Disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas

N/A.
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

La sentencia C-493 de 2015, definió que el derecho a la vida digna tiene un carácter progresivo, en cuanto existen acciones de cumplimiento inmediato, de corto plazo y otras que requieren de un desarrollo progresivo:

“para la Corte, el derecho a la vivienda digna es de carácter progresivo y supone para el Estado la carga de brindar los medios que conduzcan a su materialización. para cumplir con ese objetivo, las autoridades deben expedir los instrumentos legislativos que permitan la creación de un sistema coordinado entre las distintas entidades y que:

“(…) de forma concatenada, haga uso eficiente de los recursos para garantizar que la población más vulnerable de la sociedad, pueda contar con las condiciones necesarias para acceder a una solución de vivienda digna de acuerdo con los lineamientos establecidos por los instrumentos internacionales incorporados en el ordenamiento jurídico colombiano”

 

(…) A partir de lo anterior, la Corte ha identificado que la garantía superior a la vivienda guarda estrecha relación con la dignidad humana y otros derechos fundamentales, como la vida, el mínimo vital, la salud, la educación y el acceso a los servicios del Estado. Estos no podrían ser eficaces si el individuo no contara con un lugar de habitación digno y adecuado para desarrollar su proyecto de vida. Con base en ello, el tribunal ha sostenido que la vivienda constituye un derecho fundamental autónomo. Sin embargo, le corresponde al Estado fijar las condiciones para hacerlo efectivo de manera progresiva conforme a la disponibilidad de recursos y la capacidad humana, de modo que se garanticen: “plenas condiciones de seguridad jurídica, disponibilidad, sostenibilidad, habitabilidad, asequibilidad, adecuación espacial y adecuación cultural”. Negrita fuera de texto. 
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales

No se presentan circunstancias jurídicas adicionales.
El proyecto de Resolución y la presente memoria justificativa serán publicados en la página web del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio por un término de quince (15) días calendario (contados a partir del día siguiente a la publicación), para comentarios y observaciones por parte de la ciudadanía.


	4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere)
El presente proyecto normativo no tiene impacto presupuestal distinto al establecido en el Marco de Gasto de Mediano Plazo del sector vivienda, ciudad y territorio, por lo tanto, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio cuenta con los recursos presupuestales necesarios para la implementación del programa.

	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere)
El presente proyecto de Resolución no tiene impacto presupuestal distinto al establecido en el marco de gasto de mediano plazo del sector vivienda, ciudad y territorio.

Los recursos que se requieren y los costos operativos serán apropiados con recursos del Presupuesto General de la Nación a través de Fonvivienda y serán asignados con cargo a su presupuesto de inversión. 
La asignación de los subsidios se hará de acuerdo con los montos del subsidio familiar de vivienda incorporados en el presupuesto de inversión del Fondo Nacional de Vivienda, las disponibilidades presupuestales existentes y lo contemplado tanto en el Marco Fiscal de Mediano Plazo (MFMP), como en el Marco de Gasto de Mediano Plazo (MGMP) del sector vivienda.


	6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se requiere)
El presente proyecto normativo no tiene impacto sobre el medio ambiente o el patrimonio cultural de la Nación.


	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 

	Relacionados en el numeral 1.


	

	

	

	

	

	ANEXOS: 

	Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de incorporación en la agenda regulatoria 

(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora)
	X

	Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de evaluación de conformidad)
	N/A

	Informe de observaciones y respuestas 

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo)
	X

	Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los mercados)
	N/A

	Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite)
	N/A

	Otro 

(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante o de importancia)
	N/A


Aprobó:
____________________________________
NELSON ALIRIO MUÑOZ LEGUIZAMÓN 

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio
____________________________________
JOSÉ ALEJANDRO BAYONA CHAPARRO 

Director del Sistema Habitacional 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio
__________________________________
ROSA ELENA ESPITIA RIAÑO
Directora de Dirección de Inversiones de Vivienda de Interés Social 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio
__________________________________

ARTURO GALEANO ÁVILA

Director del Fondo Nacional de Vivienda 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio

� Banco Mundial. (2021). Striking a Balance: Toward a Comprehensive Housing Policy for a Post-COVID Colombia. Global Program for Resilient Housing. Washington, DC: World Bank. License: Creative Commons Attribution CC BY 3.0 IGO


� Artículo 2.2.8.1.1. del Decreto 1082 de 2015, sustituido por el Decreto 0441 de 2017.
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